Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 8 minutos.) 


-En principio, me gustaría recordar cómo se van a organizar las sesiones de la Comisión 
para esta semana, ya que está previsto que recibamos a los Ediles denunciantes y a los ediles 
acusadores. 


Según lo conversado, en el día de mañana, martes, a la hora 14 -previendo que haya 
un breve cuarto intermedio en virtud de que vamos a estar votando los artículos del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas- recibiremos a los Ediles denunciantes, y el día jueves, a la hora 17, al señor 
Intendente de Paysandú. 


En la sesión de hoy -que va a ser breve- deberíamos terminar de considerar el proyecto de 
ley de modificación del Código General del Proceso. 


Por otra parte, advierto a los señores Senadores que se ha repartido el texto comparativo del 
proyecto de ley sobre tráfico ilícito de armas, que contiene no solo las modificaciones introducidas por 
la Cámara de Representantes sino también la propuesta enviada por el Registro Nacional de Armas. 
Como recordarán, durante la discusión dijimos que en esta sesión tendríamos que aprobar o rechazar 
esas modificaciones, a menos que el proyecto de ley pasara a la Asamblea General. Entonces, esta 
información se incluye para que todos conozcamos la opinión del Servicio de Material y Armamento del 
Ministerio acerca de las modificaciones introducidas por la Cámara de Representantes. 


Se pasa a considerar el proyecto de ley por el que se modifica el inciso final del artículo 380.8 
del Código General del Proceso. Simplemente, recuerdo que estábamos considerando el proyecto de 
ley presentado por el señor Senador Amorín, el texto sustitutivo presentado por el señor Senador 
López Goldaracena, las propuestas de derogación y también una propuesta que me parece que fue 
conjunta, de los señores Senadores Gallinal y Pasquet -o inicialmente sugerida por el señor Senador 
Gallinal y que luego el señor Senador Pasquet acompañó- sobre la suspensión de la vigencia de estos 
artículos. La discusión había llegado hasta ese punto. 


SEÑOR MICHELINI.- Me voy a referir a un tema anterior. En el comparativo del proyecto de ley sobre 
tráfico ilícito de armas hay tres columnas: una correspondiente al Poder Ejecutivo -hasta ahora no he 
visto nada- otra, a la Cámara de Senadores y otra, a la Cámara de Representantes y además el 
sustitutivo. Quisiera saber si el sustitutivo enviado por el Registro Nacional de Armas del Servicio de 
Material y Armamento de Defensa es sobre las modificaciones que se hicieron en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Y los comentarios a pie de página también? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Esos comentarios también pertenecen al Registro Nacional de Armas. 


SEÑOR MICHELINI.- Muchas gracias, señora Presidenta, quería saber cuál era el origen del 
sustitutivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aprovecho para comentar a los señores Senadores que recibimos nuevas 
solicitudes de audiencia por parte de las organizaciones de coleccionistas de armas. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero la Cámara de Representantes suprimió todo lo relacionado a los 
coleccionistas de armas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador, por eso fue que solicitaron audiencia. Por otra parte, 
recordemos que esta es la tercera Cámara. 


Respecto al proyecto de ley que está a estudio de la Comisión el señor López Goldaracena 
nos hizo llegar un agregado que fue repartido -que ya no corresponde al artículo 380.8, sino al numeral 
12 del artículo 381- pero no sé si todos los señores Senadores lo recibieron. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El espíritu, la finalidad de esta modificación va en la misma línea 
con lo que hemos sustentado para fundamentar la modificación del proyecto de ley original presentado 
por el señor Senador Amorín. 


Luego de escuchar los informes del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y de leer la nota 
que nos hiciera llegar la Suprema Corte de Justicia, entendimos pertinente presentar una propuesta en 
la Comisión sintetizando todas las ideas y sugerencias sobre el tema, habida cuenta de crear el 
consenso necesario para solucionar esta distorsión práctica que podría ocasionar embargos, en vía 
indirecta, a los salarios, remuneraciones, jubilaciones y retiros. 


La idea es agregar un numeral al artículo 381 del Código General del Proceso que refiera a 
aquellos bienes que son inembargables. La razón por la cual en un principio no considerábamos este 
menú -ya la dije en esta Comisión- era porque los salarios así como las jubilaciones, son embargables 
y se afectan en un porcentaje. De esta manera, creemos más adecuado modificar el texto y dejarlo 
como una exclusión en el artículo 380. Sin embargo, luego de escuchar la propuesta realizada por el 
profesor Abal Oliú de pasar nuestro proyecto al artículo 381, entendimos que no era una idea 
caprichosa porque por la vía judicial se puede llegar a averiguar lo relativo a las cuentas bancarias y 
trabar un embargo específico, sin recurrir a un embargo genérico. Así, podría darse el caso en que un 
Juzgado disponga un embargo específico sobre una determinada cuenta que sea, precisamente, en la 
que se está depositando el salario. Si decimos que se trata de un bien inembargable salvo en los 
supuestos comprendidos en el numeral 1 de ese artículo -que, justamente, habla de la posibilidad de 
que se embargue parte de un sueldo- creemos que queda salvada la distorsión. Estamos extrapolando 
nuestra propuesta original para el artículo 381, agregándole el numeral 12, mientras que el resto del 
artículo se mantiene igual. Se trata de cuentas que deben ser identificadas especialmente por el 
Sistema de Intermediación Financiera y en ellas no se aceptarán depósitos de otros rubros que no 
sean los referidos a salarios, jubilaciones, retiros, pensiones o remuneraciones. Asimismo, se incluyen 
especialmente las cuentas abiertas para el depósito de pensiones alimenticias. 


Creemos que esta propuesta queda perfectamente en concordancia con la disposición del 
Código General del Proceso que dispone la inembargabilidad del salario y, al mismo tiempo, queda 
equilibrada con las disposiciones que habilitan el embargo de cuentas bancarias. Indudablemente, el 
día de mañana se incorporarán otros bienes al menú de supuestos inembargables habida cuenta de la 
evolución que pueden llegar a tener los medios de pago en nuestro país, tema que no podemos prever 
ahora. Nosotros nos estamos refiriendo exclusivamente a las cuentas bancarias pero, obviamente, en 
el futuro cercano seguramente existirán otros medios de pago electrónicos que deberán ser abordados 
en su momento. 


Dado el grado de generalidad en la apertura de cuentas bancarias para el pago de sueldos, 
que en muchos casos se hace en forma compulsiva por parte de las empresas o a través de 
convenios, creemos que queda garantizado que la cuenta bancaria que tiene el empleado privado o el 
funcionario público para percibir su salario es solamente para ese fin y las instituciones de 
intermediación financiera deberán identificarla fácilmente. Si estas instituciones quieren aprovechar esa 
bancarización para ofrecer otro tipo de servicios financieros, deberán recurrir a otras cuentas. Como 
decía, si mal no recuerdo, el señor Senador Rosadilla en la sesión pasada, así como algunos 
profesores de la facultad cuando concurrieron a la Comisión, actualmente el sistema habilita a poder 
identificar esas cuentas. 


De esta manera, creo que queda salvada esta distorsión práctica y comprendidas las 
observaciones y sugerencias realizadas tanto por la Cátedra de Derecho Procesal como por la 
Suprema Corte de Justicia y, en definitiva, es lo que someto a consideración de esta Comisión. 


Por otra parte, en virtud de la propuesta realizada por el profesor Abal Oliú, cuando se habla 
de quienes abren las cuentas, especialmente se incluyen las cuentas bancarias abiertas entre el 
obligado -se refiere a la persona- el empleador o una institución de previsión social y la institución de 
intermediación financiera. Aquí se incluye al obligado que no figuraba en la propuesta original, donde 
aparecían solamente las cuentas abiertas entre el empleador o la institución de previsión social, y la 
institución de intermediación financiera. 


El motivo por el cual hacemos esta consideración especial del obligado tiene que ver con un 
tema jurídico que no es menor, porque podría pasar -me parece que no ha sido advertido en el proceso 
de análisis de esta Comisión- que el empleador tuviera una cuenta en donde deposita los rubros 
destinados al pago de salarios y luego ordenara a la empresa de intermediación financiera que hiciera 
los desgloses o transferencias a las cuentas de los empleados. 


Nosotros no habíamos hecho referencia a las cuentas abiertas por el obligado o por el 
empleado, sino que solamente mencionábamos las cuentas abiertas por el empleador. Si 
declarábamos fuera del embargo genérico de las cuentas bancarias a esas cuentas, estaba bien; por 
ejemplo, en caso de concurso o de embargo contra una empresa las cuentas no iban a ser 
embargadas, pero dejábamos afuera las cuentas de las personas físicas. 


Existen dos tipos de cuenta: la de la empresa donde deposita el rubro para pagar salarios, y la 
cuenta del empleado donde recibe los rubros. Tal como estaba redactado el proyecto de ley podía 
llegar a entenderse que solamente abarcaba un tipo de esas cuentas, es decir, la cuenta del 
empleador. De esta manera queda salvado el problema porque se habla de cuentas bancarias abiertas 
entre el obligado, el empleador o una institución de previsión social y la entidad de intermediación 
financiera. No importa si la cuenta para recibir el salario es abierta por el empleado o por el empleador 
en el marco de un convenio. Esto figuraba en la propuesta sin fundamentación -porque cuando 
concurrió a la Comisión no lo fundamentó- que hizo el profesor Abal Oliú cuando habla de cuentas 
abiertas por un acuerdo entre el obligado que no estaba mencionado en los demás proyectos. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera saber si la redacción que ha sido distribuida contempla la observación 
contenida en el oficio de la Suprema Corte de Justicia que decía que en el texto que se había remitido 
no estaban incluidos los pagos, retiros, etcétera, que se hagan efectivos a través de las redes de 
cobranza. Es decir, si se entiende que la expresión genérica “entidad de intermediación financiera” 
cubre a las redes de cobranza, y si la red de cobranza funciona a través de lo que puede considerarse 
como una cuenta abierta allí o el sistema es otro, y simplemente hay un depósito y una orden de pago 
contra quienes acrediten la identidad, etcétera. A mi juicio, el contrato de cuenta corriente se abre con 
un banco y no con una red de cobranza, entonces, si así fuera, no estaría levantada la observación que 
hace la Corte en el sentido que no se contemplan los pagos que se hacen a través de la red de 
cobranza. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- La observación del señor Senador Pasquet es muy atinente, ha 
sido considerada y me gustaría desarrollarla para intercambiar posiciones al respecto. 


El proyecto de ley habla de cuentas bancarias, de la relación que tiene el empleado que cobra 
el sueldo a través de una empresa de cobranza con esa red. Lo he analizado y puedo decir que la 
empresa de cobranza no sería una cuenta bancaria, ni tampoco la agencia de cobranza sería una 
empresa de intermediación financiera. Considero que al no tratarse de una cuenta bancaria, el caso 
quedaría fuera de este supuesto. 


El problema se plantea respecto a la naturaleza jurídica de ese pago que realiza la agencia 
de cobranza; si no se trata de una cuenta bancaria, ¿cuál sería la relación con quien cobra el sueldo a 
través de una agencia de cobranza? Podría ser una relación de cuenta -pienso que no lo es- o de 
mandato y comisión entre la agencia de cobranza y el empleador. Sin analizar los contratos 
particulares que pueda suscribir la red de cobranza con el empleador -que es quien comete el pago del 
sueldo- no se podría tener una certeza sobre esa relación jurídica pero, habida cuenta de los agentes 
que se exponen, es claro que sería una relación de mandato y comisión en la cual el empleador le 
estaría asignando una comisión -o mandato- a la agencia de cobranzas, suministrándole los fondos 
para que le pague al empleado, pero no se trataría de una cuenta bancaria. 


Esta es la razón de mi postura; estaríamos hablando de un medio de pago por mandato o por 
comisión y ese supuesto no quedaría excluido. 


He tomado nota de la advertencia de la Suprema Corte de Justicia, pero creo que no es 
conveniente, en el escenario actual, incluir esto en el supuesto de inembargabilidad, sino que, a mi 
criterio, se trataría de una cuenta de mandato y comisión porque quien cobra no tiene una relación de 
crédito con la empresa de cobranza. Ese crédito no podría ser embargable; el trabajador no es 
acreedor de la agencia de cobranzas sino de su patrón, quien le paga a través de aquella. 


Por lo tanto, la figura adecuada expondría a la agencia de cobranza, en un caso, como 
mandatario o comisionista, actuando en nombre y en representación del empleador y, en otro caso, 
actuando a nombre propio pero por cuenta del empleador, con lo cual descarto la inclusión de 
cualquiera de los dos supuestos en el concepto de inembargabilidad. El supuesto más complicado, 
lógicamente, sería cuando actúa como comisionista porque lo estaría haciendo a nombre propio. 


Analicé también la figura -que quizás los colegas no tengan muy presente- del 
establecimiento comercial, o sea, el rol que tiene la agencia de cobranza respecto al empleado a quien 
le está pagando. Por asociación de ideas traje la posición jurídica del gerente del establecimiento 
comercial. Una persona contrata con un establecimiento y no le pregunta a la persona que lo atiende 
cuál es el rol de esa empresa, sino que quien realiza una compra o contrata un servicio en un 
establecimiento sabe que la persona que lo atiende está representando a la empresa. En este caso, el 
trabajador o funcionario no analiza cuál es la relación jurídica que tiene la agencia de cobranza con el 
empleador, simplemente está cobrando un giro, realizando una transferencia o utilizando el servicio de 
caja de esa agencia. Está claro que el trabajador no tiene una cuenta bancaria en esa agencia de 
cobranza -no la puede tener- y, por lo tanto, creo que no existiría un derecho de crédito de ese 
trabajador contra esta. 


Quizás estemos hablando de uno de esos supuestos que deberemos abordar próximamente, 
por las nuevas formas de cancelación de deuda que se pueden dar en el futuro debido a la propia 
evolución del comercio y de las relaciones jurídicas -y hasta las bancarias- en el ámbito financiero; me 
refiero al tema de los medios de pago. En lo personal, he advertido sobre la posibilidad de que en el 
futuro puedan existir otros medios de pago. 


No ha trascendido el articulado del proyecto de inclusión financiera del Poder Ejecutivo. En los 
hechos, no lo conocemos, pero se habla de que se van a tener en cuenta los medios de pago 
electrónico; aclaro que lo que sé al respecto tiene el mismo alcance que lo que conocen los colegas. 
Cuando en el futuro se disponga de nuevos medios de pago que surjan por la propia dinámica de las 
relaciones comerciales, si esta iniciativa se convierte en ley deberá disponerse la inembargabilidad de 
los créditos laborales o las pasividades -que son inembargables- para que no se vean afectados de 
manera indirecta, aunque es algo que no podemos prever. En cambio, sí podemos prever y subsanar 
aquellas situaciones -que, quizás, se den- de embargo de cuentas bancarias que indirectamente 
puedan llegar a afectar medios de pago. 


Recuerdo que mucho se insistió en que este proyecto se tratara de forma urgente, al igual que 
la iniciativa presentada por el señor Senador Amorín, lo que me pareció más que pertinente. No digo 
esto con relación al futuro porque es claro que los salarios son inembargables y que las cuentas que se 
vayan a abrir también lo van a ser -además, se necesita todo un juicio con una sentencia para poder 
embargar cuentas- sino más que nada por la situación de lastre que podía existir en la historia social 
de la gente. Me refiero al caso de una persona embargada o de créditos obtenidos en su momento y 
que hoy con esta disposición los acreedores o las empresas de cobranzas podrían activar embargos 
en cuentas bancarias. Es posible que esto pueda llegar a afectar situaciones de personas que hoy 
están bancarizadas y que, en su momento, lejos estaban de sospechar que iban a volver a tener una 
cuenta en un banco. Creemos que con esta disposición podemos ayudar a mitigar problemas que se 
suscitaran con estos embargos. 


SEÑOR GALLINAL.- Es un artículo un poco atípico; resulta que ahora tenemos una nueva variante 
que es la protección del dinero del empleador, de la empresa o de la institución de previsión social -que 
las hay no solamente públicas sino también privadas- pues con esta nueva redacción se establece la 


inembargabilidad de las cuentas bancarias que no pertenecen al trabajador. Esta es una peculiaridad, 
una novedad. Me parece que le estamos dando a las empresas un instrumento para depositar sumas - 
que nunca van a poder ser embargadas- en una cuenta teóricamente destinada a salarios, más allá de 
que con ellas se paguen o no; bastaría con decir que van a pagar salarios. En todo caso, me parece 
que las cuentas que puedan estar protegidas tienen que tener como titular al trabajador, pero sacarlo y 
declarar la inembargabilidad... 


Quiero saber si los señores Senadores Michelini y López Goldaracena van a votar el 
proyecto tal como está, porque si es así, no me molesto en intervenir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Frente Amplio trabajó con el señor Senador López Goldaracena en esta 
propuesta, pero estamos escuchando todas las opiniones. 


SEÑOR GALLINAL.- Empiezo de vuelta. 


En primer lugar, tenemos un artículo que establece una peculiaridad, porque antes la idea era 
proteger el salario, pero ahora también se van a proteger las cuentas de las empresas y para ello basta 
con que se diga que los rubros van a estar dedicados al salario, aunque no lo estén, porque es 
considerado salario en tanto se abona, pero si la plata está en la cuenta de una empresa no es salario 
sino un crédito que la empresa tiene a su favor en su relación con la institución financiera. Entonces, 
mal puede declararse la inembargabilidad, porque estamos facilitando la inembargabilidad de todo. 


En segundo término, quiero decir -en relación a la pregunta realizada por el señor Senador 
Pasquet- que, evidentemente, todo se ha limitado a la cuenta bancaria. O sea que la red de pagos que 
existe en el país, a través de la cual se pagan salarios, ha quedado excluida. Por lo tanto, no existirá la 
misma protección para el salario que se paga por un banco que para el salario que se paga a través de 
Abitab, Redpagos o cualquier otra de las redes existentes en el país. 


En tercer lugar, no se hizo una consulta al sistema bancario. Establecer que esas cuentas 
deberán ser debidamente identificadas por las entidades del Sistema de Intermediación Financiera 
significa trasladarles una responsabilidad y una carga, que no sabemos si tiene costo y si están en 
condiciones de asumirla. En caso de que sí lo estén, ¿en cuánto tiempo podrían efectivizarlo? Esa es 
otra de las urgencias que tenemos en este momento. 


Finalmente, me pregunto cómo se instrumenta el hecho de que no se aceptarán depósitos 
diferentes de los rubros precedentemente enunciados. ¿Quién decide eso: un Juez, el obligado, el 
acreedor, la institución de previsión social, la entidad de intermediación financiera? ¿Cómo se sabe si 
el depósito es o no de los rubros a los que presuntamente se quiere proteger? 


Esas son las dudas que este proyecto de ley me genera y las preguntas que quería formular al 
señor Senador López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Entre las opciones que se nos planteaban en relación a cómo 
instrumentar este tipo de cuentas, la única manera de garantizar que solamente refieran al salario o a 
la jubilación es evitar que en ese tipo de cuentas el beneficiario pueda realizar otra clase de depósitos. 
En los hechos, no podrá recibir otro tipo de depósito de los rubros precedentemente enunciados. Si se 
trata, por ejemplo, de cuentas en las que se perciben jubilaciones, la única que va a poder depositar en 
dichas cuentas es la institución de previsión social; si se trata de cuentas de cobro de salarios, el único 
que podrá depositar en ellas será el empleador; no lo podrá hacer el titular de la cuenta. Esa es la 
mejor fórmula que encontramos de llevarlo al papel, quizás existan otras formas de expresarlo como 
norma general. 


Las cuentas deben estar debidamente identificadas para facilitar su control y en ellas no se 
podrá hacer otro tipo de depósitos. La cuenta estará abierta a nombre de la persona y ella no podrá 
realizar transferencias de otra cuenta a esa, para sacarla del comercio -por así decirlo- o para incluirla 
en el paraguas de la inembargabilidad. Esa es una de las cuestiones. 


En cuanto al costo que puede tener para el sistema, lógicamente, el costo-trabajo implica un 
costo en términos económicos. 


No se trata de identificar, a través de cada una de las fichas manuales, qué cuentas son las de 
salarios y cuáles corresponden a jubilaciones, sino que por el propio sistema de control y por el propio 
sistema informático -las llamadas cuentas convenio o las cuentas nómina para el pago de salarios y 
jubilaciones- estas son fácilmente identificables. 


No me imagino un costo importante y, en la medida en que la solución es la que permitiría 
aventar dudas y generar menos incertidumbre sobre qué supuestos son embargables y cuáles no, en 
la medida en que dejamos una cuenta exclusivamente para salarios -por decirlo de alguna manera- a lo 
sumo el Sistema de Intermediación Financiera deberá poner a esa cuenta una señal especial y, por 
tanto, esa cuenta servirá para ese rubro. Luego, si quiere vender otro tipo de productos -como decía 
anteriormente- estará obligado a promocionar la apertura de una cuenta en paralelo, que la persona 
utilizará para otras cosas. 


Creemos que, de esta manera, se satisfacen los dos intereses. Digo esto porque, por un lado, 
se cobra el sueldo a través de una cuenta en una empresa de intermediación financiera y, en 
consecuencia, se sabe que esa cuenta no va a poder ser embargada, y por otro, si la persona quiere 
trasladar ese dinero a otra cuenta que puede ser embargada o si lo retira y quiere jugarlo en el casino 
o donarlo, puede hacerlo; puede hacer lo que quiera. Lo importante es no tocar el salario hasta que 
llegue a la persona y ella pueda disponer de él. 


Pensamos que esta es la forma que le da intangibilidad al sueldo y a la jubilación porque el 
dinero va a una cuenta que la persona sabe que es inembargable y que, en la medida en que esté en 
esa cuenta, no se lo van a poder embargar. Pero si la persona saca el dinero de esa cuenta, ya pasa a 
ser su problema. 


Si quiere recurrir a otro menú de productos financieros que el banco pueda ofrecerle, tendrá 
que ubicarlos en otra cuenta. Por supuesto que el banco va a saber que esa persona tiene 
determinados requisitos para poder calificar en el sistema porque ya tiene abierta una cuenta de 
salarios, por llamarla de alguna manera. 


La segunda apreciación que quiero hacer tiene que ver con el comentario realizado por el 
señor Senador Gallinal. Creo que todos hemos efectuado aportes para ser considerados. 


En cuanto a lo primero que él señalaba, no creo -en realidad, estoy absolutamente 
convencido- que de esta manera se esté facilitando permitir a las empresas localizar activos bajo un 
paraguas de inembargabilidad a través de las cuentas de salarios. Acá no hablo de la filosofía de la 
norma proyectada sino de lo que ella establece: se refiere a cuentas destinadas a depósitos de 
remuneraciones y a depósitos de jubilaciones. Tienen que ser esos rubros. 


Por supuesto que si alguien inventa jubilaciones -no puedo imaginar cómo- o salarios, deberá 
recurrir a una ingeniería delictiva bastante complicada para poder sacar activos y dejarlos en cuentas 
especiales de esta naturaleza. De hecho, por sí solo no podría hacerlo; necesitaría la complicidad de 
un trabajador. Digo esto porque la mente criminal da para todo. 


En los hechos, considerando el supuesto que planteaba el señor Senador Gallinal, yo estaba 
tratando de imaginar una empresa que quisiera colocar un activo o bienes en una cuenta de esta 
naturaleza destinada a pagar a alguien ficticio, por ejemplo, que fuera un vehículo para sacar dinero del 
patrimonio de la empresa. Hoy por hoy, eso se puede hacer sin necesidad de tener una cuenta 
bancaria. Una persona o una empresa puede tener un empleado con determinado nivel de sueldo, 
pagarle ese sueldo y, de esa forma, vehiculizar. 


Sin duda, todo tiene su racionalidad. Si un acreedor advierte esa maniobra, podrá constatarla 
e instrumentar las denuncias pertinentes. Yo pienso que la casuística, siempre que se examina un 


precepto de este tipo, puede dar lugar a suponer muchas hipótesis. Me parece inteligente que nos 
hayamos planteado ese problema, pero creo que no está generado en este caso. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero aclarar lo siguiente. 


El salario no es embargable. En el caso de que se lo deposite en una cuenta bancaria y esta 
se contamine, si un Juez dispone el embargo de esa cuenta, cabe suponer que el titular quedará 
liberado si puede demostrar que equis porcentaje corresponde al sueldo. Pero ese es un procedimiento 
engorrosísimo. 


Ahora bien, con esta norma se busca que, cuando se identifica que son cuentas bancarias en 

las que solo se depositan salarios, pensiones o jubilaciones, salvo que se trate de los supuestos 

previstos en el numeral 1-depósitos de pensiones alimenticias- no se puedan embargar. Si esas 

remuneraciones son pagadas mediante las redes de pago es como si las pagara el empleador y no he 

visto ningún caso en el que un Juez estableciera un embargo a ese tipo de cuentas, que corresponden 

a salarios. Es como si le pagaran con un cheque y la persona lo cobrara en ventanilla. Reitero: es un 
salario y, por tanto, no es embargable. 


No pretendemos cambiar la naturaleza del salario -que, repito, no es embargable- para que 
pueda ser embargado, sino que la intención es evitar que ese tipo de cuentas sean embargadas 
cuando sean identificadas por la entidad de intermediación financiera y, obviamente, por el organismo 
que sirve la pensión o el empresario que paga el salario. Por supuesto, esas cuentas no están 
destinadas a recibir otro tipo de depósitos. Puede ser que tengan más de un movimiento, por ejemplo, 
en el caso de que el titular sea un trabajador zafral, pero siempre van a ser objeto de depósito de 
salarios, de jubilaciones o de pensiones. 


Si una empresa estuviera a punto de ser embargada no lo podría ocultar inventando el pago a 
un trabajador con un sueldo de miles de pesos, como forma de que no le embarguen la cuenta. Si tiene 
la posibilidad de retirar el dinero, lo tendría que hacer con un cheque, pero desde el momento en que 
embargan a la empresa y retienen su caja no lo puede pagar. 


Las redacciones siempre pueden ser mejoradas, pero -palabras más, palabras menos- en el 
numeral 12 queda bien claro cuál es la intención. No obstante, tengo alguna duda más que nada de 
redacción, porque el propósito lo comparto totalmente. En el artículo 2% se establece: “La presente ley 
tendrá efectos retroactivos al día de entrada en vigencia de la Ley N* 19.090”. Me pregunto si no habría 
que cambiar un poco la redacción porque, por más que los efectos sean retroactivos, es obvio que el 
mecanismo de identificación de las cuentas se comenzará a aplicar desde ahora. Sería conveniente 
encontrar una redacción más adecuada, pero si no llegamos a un texto mejor, en todo caso, queda 
cubierto el mayor de los supuestos, de aquí en adelante. Si mañana un empleador le paga a un 
trabajador en su cuenta, que no está identificada, en el caso de que esté contaminada y se la 
embarguen va a tener que demostrar qué parte de esos recursos corresponden a salarios. Respecto a 
lo anterior, seguiremos teniendo lo mismo. 


De modo que estamos en condiciones de votar los artículos 1% y 2% tal como están, no 
obstante, como dije antes, sería muy conveniente que se pudiera encontrar una redacción mejor para 
el artículo 2.*. 


SEÑOR PASQUET.- Lo que hemos escuchado, me confirma la impresión que tenía sobre este asunto, 
ya desde ocasiones anteriores. 


Es evidente que este es un tema de complejidades técnicas y ello ha sido puesto de 
manifiesto y también ha sido señalado por los expertos procesalistas que vinieron a la Comisión. A 
medida que vamos reflexionando aparecen nuevas complejidades como lo que decía recién el señor 
Senador Michelini en cuanto a cómo puede afectar la retroactividad de esta situación cuando creemos 
un mecanismo de identificación de las cuentas, que será a partir de la vigencia de la ley. Además, la 
aplicación retroactiva va a plantear problemas de constitucionalidad, así como otros estrictamente 
técnicos y prácticos. Si seguimos adelante con esto le vamos a reclamar a las instituciones de 


intermediación financiera que identifiquen las cuentas y les vamos a decir que los movimientos que se 
hagan no van a poder ser más que los de recibir las sumas que se depositarán para pagar salarios y 
los retiros correspondientes. Supongo que la mayoría de las cuentas presentan esos movimientos, 
pero habrá un margen -que no me animo a cuantificar- de gente que, además de recibir su salario, 
utiliza la cuenta para otros fines y que eventualmente hace algún depósito; serán pocos o muchos, 
pero no me consta. A esta gente el banco le tendrá que comunicar que a partir de cierta fecha no 
admitirá en la cuenta más que el depósito del salario correspondiente y si necesitan utilizar el banco 
para otra cosa, tendrán que abrir otra cuenta y todo eso lleva tiempo. ¿Cómo vamos a hacer para 
implementarlo en la práctica? Si decimos que esto va a entrar en vigencia dentro de un plazo 
determinado no estamos resolviendo la situación que nos preocupa, porque el tema es qué va a pasar 
ahora, cuando esas cuentas destinadas al pago de salarios eventualmente se puedan embargar. Este 
no es un asunto menor y creo que un ejemplo de estos días lo pone de manifiesto con claridad. 
Cuando discutimos y aprobamos el proyecto de ley sobre faltas, algunos señalamos que podría haber 
dificultades para implementarlo y establecer el mecanismo de los trabajos voluntarios. Inclusive, 
ofrecimos votar algún artículo que aplazara su entrada en vigencia para dar tiempo al Poder Ejecutivo a 
que tomara las medidas necesarias y se nos dijo que no, que esa postergación no era necesaria 
porque ya se habían tomado las providencias del caso; sin embargo, en la prensa de la semana 
pasada leímos que el Mides le había pedido al Ministerio del Interior que aplazara la aplicación efectiva 
de la ley porque tenía que tomar previsiones que no habían tomado antes, como tener un lugar para 
recibir a las personas. 


Hay una ley vigente, pero el Poder Ejecutivo resuelve que mientras tanto no la va a usar 
porque no tiene los medios materiales como para aplicarla. Esas son cuestiones prácticas relativas a la 
aplicación de la ley, pero me temo que en este tema nos encontremos con situaciones similares. Me 
parece que es de orden que llamemos a la Asociación de Bancos y que le preguntemos en cuánto 
tiempo estiman que este mecanismo se podría implementar. De pronto nos dicen que es de la noche a 
la mañana, informática mediante no se plantea ningún problema, así que todos estaremos contentos 
y sabremos que ese obstáculo no existe. Creo que tenemos que verificarlo porque sería lamentable 
que después de sancionar la ley aparecieran las dificultades y que nos reprocharan una vez más que 
no previmos las cosas. Teniendo en cuenta las dificultades técnicas y los problemas de aplicación 
práctica, creo que tenemos que derogar o suspender la vigencia de estas disposiciones que generan el 
problema y, a partir, de ahí estudiar con tranquilidad todos los aspectos técnicos del asunto -lo que 
generaba la preocupación del profesor Varela Méndez- y encarar los problemas prácticos a los que me 
acabo de referir. 


Inicialmente pensé en la derogación lisa y llana, pero la suspensión de la vigencia tiene el 
mismo efecto y vale como señal política de que esa norma se desea mantener una vez que se 
resuelvan los problemas laterales. Yo votaría la suspensión de la vigencia, pero creo que no estamos 
en condiciones de ir a normas como las que propone el señor Senador López Goldaracena. Si bien él 
ha hecho un estupendo trabajo y adelantó mucho el camino que hay que recorrer, me parece que aún 
no hemos llegado al término de la jornada y que hay que hacer más para estar en condiciones de 
sancionar una nueva disposición. Desde mi punto de vista, me quedaría con la suspensión de la 
vigencia de estas normas a las que nos estamos refiriendo. 


SEÑOR GALLINAL.- Ratifico el respaldo al proyecto de ley que hemos presentado por el que se 
suspende la vigencia de los artículos en cuestión, porque me parece que corremos el enorme riesgo de 
aprobar una norma que no sea una solución, sino que se convierta en un problema más, que se 
sumaría a los muchos que va a generar esta disposición. 


Acá tenemos un problema que va más allá de lo que se pretendió hacer en el Código 
General del Proceso. ¿Cuál es el problema que tenemos? Que va avanzando fuertemente, y cada vez 
más, el proceso de bancarización. 


El otro día nos enteramos, a través de la opinión de los profesores que asistieron a la 
Comisión, que cuando uno realiza un depósito en una cuenta corriente, en una caja de ahorro -confieso 
que nunca había prestado atención- ese dinero pierde la naturaleza jurídica que tenía, en función de la 
cual se obtuvo -aun en el caso de ser salarial- y se transforma en un crédito que uno tiene contra la 
institución bancaria. Además, ingresamos en un proceso de permanente recurso a las cuentas 
bancarias porque el Gobierno quiere formalizar al máximo la economía y porque el Gobierno entiende 


que la mejor forma que tiene hoy en día de bajar el IVA en dos o hasta cuatro puntos -que se 
compartirá o no- es a través de la utilización de medios electrónicos, entre ellos los instrumentos 
bancarios. Es decir que cada vez se va tornando más evidente que allí tenemos un problema, un nuevo 
sistema que debemos estudiar. 


Entonces, el problema no se agota solamente en la inembargabilidad, sino que se deben 
agregar los procesos de bancarización. Es más, el otro día en la Comisión de Presupuesto -quizás 
alguno de los señores Senadores estaba presente- le planteé al señor Ministro el problema que 
implica, no ya lo cobros, sino los pagos que se realizan a través de este sistema, donde la persona 
que paga no obtiene un recibo emitido por el acreedor, en función del cual quede cancelada su 
obligación. Todos sabemos que el que paga mal paga dos veces, por cuanto deberíamos legislar, por 
ejemplo, en todos aquellos casos en que se descuenta de los sueldos o se paga en las redes de pagos 
una deuda por un mandato que el acreedor le otorgó al comisionista o al intermediario, porque si este 
no le paga al acreedor, el que sigue debiendo es el deudor. Tendremos que legislar sobre este tema, 
porque cada día es más frecuente. 


Hasta ahora no ha existido ningún problema. ¿Por qué? Porque cuando ha sucedido, en 
alguna de estas redes, en que el intermediario no paga, la red central se hace cargo por el prestigio 
de la institución que realiza esa actividad, porque de otro modo la misma se caería abajo. 


Eso también lo tendremos que regular. Es más, conozco el caso -debe haber varios- de una 
empresa que iba reteniendo de los sueldos de los empleados la Caja Nacional, pero no la volcaba. Un 
día la empresa cerró y el Banco República fue contra los empleados, que eran los deudores. Por eso 
digo que hay que tener mucho cuidado con este tipo de artículos, más allá de no tener dudas de que 
seguramente mejore lo que teníamos. 


Ahora bien, cómo hacemos para solucionar el problema del trabajador que deposita en un 
banco, porque le depositan el sueldo o porque lo deposita él. 


Me pregunto, los costos -que los tendrá- ¿por cuenta de quién van a correr? Estas cosas no 
son gratis y mucho menos si se trata de cuentas tan especiales, porque las cuentas corrientes, en 
general, tienen costo. 


En segundo término, me pregunto por qué si el trabajador independiente deposita sus 
ingresos en una cuenta bancaria, de acuerdo con estas disposiciones el sueldo es embargable. ¿Por 
qué? Porque no hay un depósito de una parte identificada; como dice acá, tiene que ser identificado 
por las entidades del sistema financiero y ser depositado de la misma forma. Me parece que es 
bastante injusto. No estamos resolviendo una buena parte del problema. 


Tercero, el señor Senador López Goldaracena tiene que aceptar que está creando una cuenta 
del empleador que va a ser inembargable, porque si este tiene una en la que deposita lo que va a 
pagar de salarios, esa cuenta es inembargable. Es lo que dice el artículo. ¿Por qué? Porque esa plata 
no tiene naturaleza salarial. Tendrá naturaleza salarial el día que la pague; pero mientras no ocurra 
esto y la tenga en un banco, cualquiera sea el rótulo que le ponga a la cuenta, no es de naturaleza 
salarial y es tan embargable como cualquier otro rubro de la empresa. 


No es que estemos eligiendo un ejemplo para tirar abajo el proyecto, sino que tiene muchos 
puntos débiles porque el sistema todavía no está lo suficientemente pensado. Como decía el señor 
Senador Pasquet, hay que hablarlo con los bancos para saber cómo poner en funcionamiento este 
sistema. Si lo pueden implementar, habría que conocer en cuánto tiempo lo pueden hacer, qué costo 
tiene su implementación y cómo resolvemos el problema del trabajador independiente. Mientras vamos 
haciendo todas esas consultas, suspendamos la vigencia del artículo. No veo qué necesidad hay de 
empecinarse en legislar sin tener un cabal convencimiento de que esta es la solución, cuando quizá lo 
que estamos haciendo es agravar el problema. Abramos el paréntesis suspendiendo y traigamos aquí 
a los bancos para que nos expliquen de qué forma se podría procesar todo esto sin costo, o con alguna 
solución para todas las partes. 


Gracias. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me parecen atinentes las preocupaciones del señor Senador 
Gallinal y voy a tratar de responderlas una por una. 


Está bien plantearnos todos estos supuestos. Comienzo por el tema de que el trabajador tiene 
que abrir otra cuenta, qué pasa con el trabajador que deposita los fondos, dónde los deposita y por 
cuenta de quién corren los costos. 


Esta solución se busca frente a una realidad en la cual hoy el trabajador no es el que abre la 
cuenta. Si un trabajador, un funcionario, le dice a su empresa, a su empleador, a la institución en la 
cual reviste que la plata la quiere cobrar en tesorería o en un banco, indudablemente ese supuesto es 
una elección personal del funcionario, del trabajador, que está haciendo con su sueldo lo que quiere, 
por decirlo de alguna manera. El problema se da cuando la modalidad de pago del salario o de las 
jubilaciones surge de manera estandarizada, como una imposición, en la cual el trabajador no está 
eligiendo. Si el trabajador hoy puede cobrar su dinero en tesorería y decide abrir una cuenta en un 
banco para que le paguen en esa cuenta, es una opción personal. Quizá no esté abierta en el marco 
de un acuerdo para el pago del salario porque la apertura no la hizo el empleador ni la institución de 
Previsión Social con sus trabajadores ni en el marco de un convenio para el depósito del salario, sino 
que se trata de una opción que el trabajador tomó cuando le dijo a la empresa: “Páguele a Fulano; 
páguele a Mengano”. El problema es la situación real, el fenómeno que hoy se da de estandarización y 
bancarización obligatoria como modalidad de pago de salarios, y eso es lo que tenemos que tratar de 
cuidar para que no existan embargos indirectos que afecten al trabajador en la intangibilidad de su 
sueldo. Una vez que el trabajador cobra su sueldo, puede hacer lo que quiera con él y este pasa a ser 
embargable; eso es indudable porque es un bien propio. Como dije anteriormente, si lo quiere timbear, 
lo puede hacer, el problema es que pueda percibir el dinero, o sea, que no se le embargue antes de 
cobrarlo. En ese sentido, creemos que esta solución le da garantías. 


Ahora bien, ¿quién asume el costo de la apertura de una cuenta si el trabajador tiene que abrir 
otra? Ojalá llegue el momento en que estos costos sean asumidos por las empresas; si quieren 
bancarización, que sean las empresas las que asuman este costo, o que se pueda disponer de los 
servicios de pago en forma gratuita para los trabajadores. Eso no lo podemos disponer ahora, creo que 
con este proyecto de ley no podemos pretender inmiscuirnos en la corrección de todas las inequidades 
o tratar de cambiar modalidades de nuestro sistema financiero; con esta iniciativa no. La idea que 
todos compartimos es evitar que, indirectamente, puedan tocarse los sueldos o las jubilaciones. En 
sesiones anteriores dije que soluciones técnicas hay -lo demuestran las distintas comparecencias- y, 
para nosotros, esta es la solución técnica más adecuada. 


En lo que respecta al trabajador independiente, indudablemente, muchas veces no lo visualizo 
en relación de dependencia, por lo tanto, no estaría percibiendo un salario. Se me ocurre que lo que 
estaría percibiendo es el fruto de su independencia que es, precisamente, el resultado de las 
vicisitudes de la aplicación de capital y trabajo a un emprendimiento; pero, en definitiva, ese trabajador 
es empresa. Lógicamente, aquí no está comprendido que los ingresos de un trabajador independiente 
puedan llegar a ser inembargables, porque serían los ingresos de una empresa. Como señalé, al 
trabajador independiente lo visualizo como una empresa; si está en relación de dependencia es 
trabajador, pero si no está en relación de dependencia no es trabajador dependiente. 


En consecuencia, me parece conveniente ocupar un minuto de esta reflexión en lo que 
manifestaba el señor Senador Michelini con relación al artículo 2%. La idea de la propuesta era 
retrotraer los efectos de esta norma a la fecha de entrada en vigencia del Código General del Proceso, 
el 14 de agosto. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Qué sucede con el trabajador que se desempeña como plomero o como 
carpintero? ¿No sería trabajador? O sea que los ingresos que perciben por ese concepto tampoco 
tendrían naturaleza salarial y, por consiguiente, no serían inembargables? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Es así, señor Senador. Desde el punto de vista jurídico, es decir, 
de lo que nos marca... 


SEÑOR GALLINAL.- Desde el punto de vista jurídico, hay muchas sentencias en el ámbito laboral que 
le reconocen esa naturaleza salarial. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Entiendo que, desde el punto de vista jurídico, el trabajador 
independiente no tiene relación de dependencia; el trabajador independiente es aquel trabajador que 
desarrolla un oficio, desempeña un trabajo, pero no lo hace en relación de dependencia y, por lo tanto, 
no está alcanzado por esta disposición, independientemente de que desde el punto de vista de la 
sustancia y de fondo lo considere un trabajador, de la misma forma en que he dicho que un profesional 
universitario o un funcionario público es un trabajador -aplica su trabajo- un poeta o un escritor es un 
trabajador, pero un trabajador independiente en la concepción jurídica, lo visualizo como una persona 
que no está en relación de dependencia. 


Con respecto al artículo 2? que se había propuesto, considerando lo que manifestó el señor 
Senador Michelini y atendiendo especialmente a lo que señaló el profesor Abal cuando compareció en 
Comisión -en el sentido de que, en los hechos, al disponerse la inembargabilidad, si hay un embargo 
trabado no se podría seguir, luego, la vía de apremio contra el bien porque se estaría siguiendo una 
ejecución contra un bien que es inembargable- aclaro que no tengo inconveniente en no incluir la 
norma de la irretroactividad del artículo 2”. Reitero: cuando el profesor Abal asistió a la Comisión señaló 
que, dado el contenido que tendría la norma al disponer una categoría de inembargabilidad, no se 
podría continuar la ejecución contra el bien embargado. Por lo tanto, no habría problema en quitar el 
efecto de retroactividad establecido en el artículo 2*. 


También entiendo que la opinión del profesor Abal no era compartida por toda la Cátedra de 
Derecho Procesal, pero a efectos de evitar el inconveniente que señalaba el señor Senador, en lo 
personal no tengo ningún problema en no incluir el artículo referido a la retroactividad. La ley va a 
entrar en vigencia cuando sea sancionada y si hay un embargo trabado en una cuenta, luego habrá 
que ejecutar ese embargo, pero como se va a ejecutar un bien que es inembargable, el profesor Abal 
señala que por la vía de los hechos y por el principio de inmediatez de la aplicación de la ley, esa 
ejecución no se podría dar. Entonces, para evitar la discusión sobre la irretroactividad se podría 
suprimir la propuesta contenida en el artículo 2*. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay dos mociones: la propuesta presentada por el señor Senador López 
Goldaracena que elimina el artículo referido a la retroactividad, y la presentada por el señor Senador 
Gallinal sobre la suspensión de la vigencia de los artículos 379.7 y 380.1. 


Léase la moción del señor Senador López Goldaracena. 
(Se lee:) 


Artículo único.- Agrégase el siguiente numeral al artículo 381 del Código General del 
Proceso, incorporado por el artículo 1% de la Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013: 


“12) Salvo en los supuestos especiales previstos en el numeral 1 de este artículo, las cuentas 
bancarias abiertas entre el obligado, el empleador o una institución de previsión social y la entidad de 
intermediación financiera, a través de un acuerdo para los depósitos de remuneraciones por cualquier 
concepto, pensiones, jubilaciones y retiros, o las abiertas para el depósito de pensiones alimenticias. 


Estas cuentas deberán ser debidamente identificadas por las entidades del Sistema de 
Intermediación Financiera y en ellas no se aceptarán depósitos diferentes de los rubros 
precedentemente enunciados”. 


Se va a votar. 


(Se vota:) 


-5 en 7. Afirmativa. 


Dado que el resultado de la votación es afirmativo, no vamos a poner a votación la otra 
moción. 


Propongo que se designe como Miembro Informante al señor Senador López Goldaracena. 
Creo que la consideración de este proyecto de ley será en la primera sesión del Senado, con 
posterioridad a la votación de la Rendición de Cuentas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 
La próxima sesión de la Comisión será mañana a las 14 horas. 
No habiendo más asuntos, se levanta la Sesión. 


(Es la hora 18 y 14 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


